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El gasto sanitario en España es
un 22% menos en comparación
con los países europeos, según
datos de 2009 de la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS).
Sin embargo, tiene uno de los sis-
temas más eficientes; ocupa el
séptimo lugar en el mundo, y
todo ello con la mayoría de pres-
taciones gratuitas, una sólida
Atención Primaria y un sistema
público no basado en el
reembolso. 

La crisis económica mundial,
al igual que en otros países, ha
provocado en el Estado español
que este sistema público univer-
sal sanitario se tambalee y que la
población, a su vez, vea peligrar
sus derechos. Esta incertidum-
bre se refleja en el último
informe sobre percepción de los
problemas actuales de España.
El Centro de Investigaciones
Sociológicas (CIS), en su baró-
metro de marzo, refleja cómo la
Sanidad es ya uno de los proble-
mas que más preocupa a los
españoles. Esta inquietud se
sitúa casi en el doble desde el
comienzo de la crisis económica,
en 2008, y ha pasado en valores
porcentuales de 4,6 puntos en
marzo de ese año a 9,3 en el
mismo mes de 2012. 

En el incesante goteo de “ajus-
tes” y anuncios de posibles
“recortes” en las autonomías
debido a las dificultades para
financiar la sanidad pública,
algunos sectores, al igual que el
propio Gobierno del PP, ven solo
reformas necesarias. Otros, por
el contrario, como la oposición
política, los sindicatos y las aso-
ciaciones de familiares y enfer-
mos ven claros recortes en las
prestaciones o contrarreforma
en la sanidad, al ser medidas que

La crisis
económica obliga
a regular una
nueva relación
entre los servicios
públicos y los
derechos de los
ciudadanos
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podrían restar derechos constitu-
cionales. Como consecuencia,
estos últimos atisban la paulatina
desaparición del sistema público
de salud basado en los principios
de universalidad y equidad. Si bien
en algunos de esos sectores se
advierte como un objetivo
orquestado. 

La equidad es uno de los princi-
pios básicos del sistema público de
España y se refiere a la prestación

de servicios de una forma igualita-
ria, con independencia del lugar
geográfico, del género, del nivel de
renta o de la edad. El debate se cen-
tra en si las “reformas” a las que
alude el Gobierno respetan estos
principios subyacentes. En este
sentido, en Canarias, el propio con-
sejero de Economía, Hacienda y
Seguridad, Javier Ortiz destacó, en
recientes declaraciones, que las
Islas, además de situarse entre las

comunidades autónomas con
menor dotación en el ámbito de la
inversión, es la peor posicionada
de España por habitante en el sis-
tema de financiación autonómica.
Los recursos canarios, dijo, se diri-
gen, principalmente, a sufragar los
servicios públicos esenciales. Lo
que se traduce en una merma de
600 millones de euros al año. 

El Consejo Interterritorial de
Salud celebrado el pasado miérco-

les, con representación de todas las
comunidades autónomas, aprobó
una de las medidas más impopula-
res tomadas por el Gobierno del
PP: el copago farmacéutico. Con
él, se pretende ahorrar 7.000 millo-
nes de euros aumentando del 40 al
50% la cantidad a sufragar por el
ciudadano sobre el precio del
medicamento con receta. En el
caso de los pensionistas, pagarán
un 10% del precio de los medica-


